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I. Disposiciones generales

MINISTERIO
DE ECONOMÍA Y HACIENDA

27046 REAL DECRETO 2451/1998, de 13 de
noviembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de la Junta Arbitral de resolución de
conflictos en materia de tributos del Estado
cedidos a las Comunidades Autónomas.

Los tributos del Estado cedidos a las Comunidades
Autónomas, previstos en el artículo 157.1.a) de la Cons-
titución, y cuyo régimen general se contiene en la Ley
Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación
de las Comunidades Autónomas (LOFCA), se han carac-
terizado tradicionalmente, en lo que aquí interesa, en
función de las dos notas siguientes: en primer lugar,
se trata de tributos cuyo rendimiento corresponde a la
Comunidad Autónoma en la que el mismo se produce;
en segundo lugar, se trata de tributos cuya exacción,
esto es, cuya gestión, liquidación, recaudación, inspec-
ción y revisión, corresponde, por delegación del Estado,
a la respectiva Comunidad Autónoma.

A fin de poder determinar cuándo el rendimiento de
un determinado tributo cedido corresponde a una Comu-
nidad Autónoma en particular, y qué ente autonómico
es competente para la exacción de un determinado tri-
buto cedido, la legislación reguladora de esta materia
ha diseñado la figura o mecanismo del «punto de
conexión», regulando uno o varios para cada tributo cedi-
do. Así, tanto la atribución del rendimiento, como el ejer-
cicio de las competencias exactoras, se determinan
mediante la aplicación de los puntos de conexión pre-
vistos al efecto.

Es cierto que en la mayor parte de los casos la apli-
cación de los puntos de conexión no plantea especiales
problemas interpretativos, de forma tal que no suelen
existir dudas acerca de la Comunidad Autónoma a la
que corresponde el rendimiento de un determinado tri-
buto cedido y la exacción de éste.

Sin embargo, no es menos cierto que en supuestos
excepcionales sí surgen tales dudas en torno a la apli-
cación de los puntos de conexión, dando ello lugar al
planteamiento de los correspondientes conflictos entre
el Estado y una o varias Comunidades Autónomas, o
entre éstas entre sí.

Hasta ahora, la normativa reguladora de los tributos
cedidos no contenía un procedimiento específico para
la resolución de conflictos que pudieran suscitarse con
motivo de la aplicación de los puntos de conexión, ni
tampoco contemplaba un órgano específicamente com-
petente para la resolución de aquéllos. En realidad, esta
última laguna estaba parcialmente cubierta en el ámbito
específico del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones
y del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Jurídicos Documentados, pues el Reglamento de

cada uno de estos dos tributos atribuía ciertas compe-
tencias en la materia que se considera a la Dirección
General de Coordinación con las Haciendas Territoriales
del Ministerio de Economía y Hacienda.

Entre tanto, la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciem-
bre, ha introducido ciertas modificaciones en el régimen
general de la cesión de tributos del Estado a las Comu-
nidades Autónomas contenido en la LOFCA, modifica-
ciones éstas de entre las que procede destacar aquí la
que tiene por objeto la atribución a las Comunidades
Autónomas de ciertas competencias normativas en rela-
ción a los tributos cedidos, incluyendo la parte cedida
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas,
cesión parcial ésta que también establece la citada Ley
Orgánica 3/1996.

Esta nueva situación, desarrollada por la Ley
14/1996, de 30 de diciembre, de Cesión de Tributos
del Estado a las Comunidades Autónomas y de Medidas
Fiscales Complementarias, tiene, al menos, las dos impli-
caciones siguientes: en primer lugar, que el ejercicio de
esas competencias normativas por parte de las Comu-
nidades Autónomas se traducirá en un panorama de
diversidad fiscal; en segundo lugar, que los puntos de
conexión de los tributos cedidos no sólo van a deter-
minar, como hasta ahora, la atribución del rendimiento
y la competencia exactora, sino también la normativa
aplicable en cada caso.

Esta nueva realidad, que puede situar el volumen y
la entidad de los conflictos en un contexto distinto del
hasta ahora conocido, unida a la necesidad de dotar
al sistema de cesión de tributos de un procedimiento
específico para la resolución de aquéllos y de un órgano
competente al efecto, aconsejó la adopción de tales
medidas, a cuyo fin la antes citada Ley Orgánica 3/1996
añadió un capítulo IV a la LOFCA, integrado por los ar-
tículos 23 y 24 y dedicado a la «resolución de conflictos».

Así, en efecto, los artículos 23 y 24 de la LOFCA
establecen las líneas generales del procedimiento a
seguir para la resolución de conflictos que puedan sus-
citarse con motivo de la aplicación de los puntos de
conexión de los tributos cedidos, a la vez que atribuyen
la competencia para la resolución de dichos conflictos
a la Junta Arbitral que crea y regula el mismo capítu-
lo IV de la LOFCA.

Por su parte, el artículo 23.3 de la LOFCA especifica
que «los conflictos serán resueltos por el procedimiento
que reglamentariamente se establezca», y la disposición
adicional primera de la Ley Orgánica 3/1996 añade que
«el Gobierno deberá reglamentar el régimen de proce-
dimiento, funcionamiento y organización de la Junta
Arbitral a que se refiere el capítulo IV de la Ley Orgáni-
ca 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de
las Comunidades Autónomas, inspirándose para ello en
las normas reguladoras del procedimiento administrativo
común».

Son, pues, esas dos remisiones legales a la vía regla-
mentaria las que constituyen el motivo del presente Real
Decreto, el cual consta de un artículo único, dos dis-
posiciones adicionales, una disposición transitoria, una
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disposición derogatoria, dos disposiciones finales y un
anexo al que se incorpora el Reglamento de la Junta
Arbitral de resolución de conflictos en materia de tributos
del Estado cedidos a las Comunidades Autónomas.

El artículo único del Real Decreto se limita a aprobar
el Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de con-
flictos en materia de tributos del Estado cedidos a las
Comunidades Autónomas, citando como fundamento
para tal aprobación los preceptos de la LOFCA antes
aludidos, e indicando que el Reglamento queda incor-
porado a un anexo del propio Real Decreto.

En la disposición adicional primera se recoge la tra-
dicional cláusula de salvaguarda de los régimenes fis-
cales especiales vigentes en los Territorios Históricos
del País Vasco y Navarra, cláusula ésta que en el presente
caso tiene una función adicional cual es la de remitir
la resolución de los conflictos que se susciten con el
País Vasco y Navarra a la Junta Arbitral prevista en el
concierto económico y en el convenio económico, res-
pectivamente.

En cuanto a la disposición adicional segunda, la mis-
ma contiene una equiparación referencial de las Ciuda-
des de Ceuta y Melilla a las Comunidades Autónomas,
pues conforme a lo prevenido en los Estatutos de Auto-
mía de dichas ciudades, éstas podrán disponer en el
futuro de tributos cedidos por el Estado como recursos
de sus respectivas Haciendas.

Por su parte, la disposición derogatoria única del Real
Decreto lleva a cabo la derogación expresa de los pre-
ceptos, antes aludidos, del Reglamento del Impuesto
sobre Sucesiones y Donaciones y de Reglamento del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, que han venido atribuyendo
competencias en materia de resolución de conflictos en
el ámbito de esos dos impuestos a la Dirección General
de Coordinación con las Haciendas Territoriales.

En consecuencia con tal derogación, la disposición
transitoria única del propio Real Decreto establece que
si a la fecha de entrada en vigor de la misma estuviesen
pendientes de resolución conflictos planteados ante la
Dirección General de Coordinación con las Haciendas
Territoriales, ésta remitirá los expedientes respectivos
a la Junta Arbitral a fin de su resolución por la misma.
Es cierto que se está ante un precepto excepcional res-
pecto de los principios que informan el derecho procesal
general en esta materia, si bien, no es menos cierto,
que en el presente caso el criterio por el que opta el
Real Decreto está plenamente justificado, pues la ubi-
cación en sede de la Junta Arbitral de los conflictos
pendientes de resolución ofrece mayores garantías jurí-
dicas tanto a las partes como a los interesados en los
mismos.

Por último, el cuerpo del Real Decreto se completa
con dos disposiciones finales, la primera de las cuales
contiene una cláusula de autorización al Ministro de Eco-
nomía y Hacienda en relación con la ejecución y apli-
cación del propio Real Decreto, mientras que la segunda
fija la fecha de entrada en vigor de éste en el día siguiente
al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Según se ha indicado anteriormente, el Reglamento
de la Junta Arbitral, que constituye el objeto principal del
presente Real Decreto, aparece incorporado al anexo
del mismo, y se estructura en un capítulo preliminar y
cuatro capítulos más.

El capítulo preliminar, integrado por el artículo 1 del
Reglamento de la Junta Arbitral, se limita a fijar el objeto
del mismo que no es otro que el de establecer las normas
de funcionamiento, organización y procedimiento de
dicha Junta Arbitral.

El capítulo I, integrado por los artículos 2 y 3 del
Reglamento, aclara la naturaleza y competencias de la
Junta Arbitral en función de los términos en los que
ésta aparece regulada en los artículos 23 y 24 de la LOFCA.

Por su parte, el capítulo II, integrado por los artícu-
los 4, 5 y 6 del Reglamento, aborda los aspectos relativos
a la organización de la Junta Arbitral, los cuales se con-
cretan en la regulación de su composición a partir de
un Presidente y de los Vocales en representación de
la Administración General del Estado y de las Comu-
nidades Autónomas, conforme a lo establecido en el
artículo 24 de la LOFCA.

En materia de funcionamiento de la Junta Arbitral,
el capítulo III, integrado por el artículo 7 del Reglamento,
contiene una remisión general a lo dispuesto en materia
de órganos colegiados en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, sobre Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, sin perjuicio de las particularidades previstas
en el propio Reglamento.

Por último, es el capítulo IV, integrado por los artícu-
los 8 a 13 del Reglamento, el que establece las normas
reguladoras del procedimiento de la Junta Arbitral, nor-
mas éstas que se refieren al régimen jurídico aplicable;
a la iniciación, tramitación y resolución del procedimien-
to, y a la notificación, ejecución e impugnación de los
Acuerdos que adopte la Junta Arbitral. En general, y
conforme a lo prevenido en la disposición adicional pri-
mera de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de diciembre,
tales normas procedimentales se inspiran en las dispo-
siciones reguladoras del procedimiento administrativo
común, y en función de lo establecido en el artícu-
lo 23.5 de la LOFCA, obedecen a criterios de economía,
celeridad y eficacia.

En fin, el presente Real Decreto constituye el marco
adecuado para la resolución de los conflictos que puedan
suscitarse con motivo de la aplicación de los puntos
de conexión de los tributos del Estado cedidos a las
Comunidades Autónomas.

En su virtud, al amparo de lo previsto en el artícu-
lo 23.3 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de Financiación de las Comunidades Autónomas, y en
la disposición adicional primera de la Ley Orgáni-
ca 3/1996, de 27 de diciembre, de modificación parcial
de la citada Ley Orgánica 8/1980, a propuesta del Vice-
presidente Segundo del Gobierno y Ministro de Econo-
mía y Hacienda, previa aprobación del Ministro de Admi-
nistraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Esta-
do y previa deliberación del Consejo de Ministros en
su reunión del día 13 de noviembre de 1998,

D I S P O N G O :

Artículo único. Aprobación del Reglamento de la Junta
Arbitral de resolución de conflictos en materia de tri-
butos del Estado cedidos a las Comunidades Autó-
nomas.

Se aprueba el Reglamento de la Junta Arbitral de
resolución de conflictos en materia de tributos del Estado
cedidos a las Comunidades Autónomas regulada en los
artículos 23 y 24 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22
de septiembre, de Financiación de las Comunidades
Autónomas, añadidos a dicha Ley Orgánica por el apar-
tado ocho del artículo único de la Ley Orgánica 3/1996,
de 27 de diciembre, el cual se incluye en el anexo al
presente Real Decreto.

Disposición adicional primera. Regímenes fiscales del
País Vasco y Navarra.

Lo dispuesto en el presente Real Decreto se entiende
sin perjuicio de los regímenes fiscales especiales vigen-
tes en el País Vasco y Navarra.

Disposición adicional segunda. Referencia a las Ciuda-
des de Ceuta y Melilla.

Las referencias a las Comunidades Autónomas con-
tenidas en el presente Real Decreto y en el Reglamento
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incluido en su anexo serán de aplicación a las Ciudades
de Ceuta y Melilla en relación con lo previsto en los
artículos 36.9.a de las Leyes Orgánicas 1/1995 y 2/1995,
de 13 de marzo, de Estatutos de Autonomía de Ceuta
y Melilla, respectivamente.

Disposición transitoria única. Régimen transitorio.

Si a la fecha de entrada en vigor del presente Real
Decreto estuvieran pendientes de resolución conflictos
planteados ante la Dirección General de Coordinación
con las Haciendas Territoriales, al amparo de los artícu-
los 73.2.b) del Reglamento del Impuesto sobre Suce-
siones y Donaciones, y 106.3.b) del Reglamento del
Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos
Jurídicos Documentados, el órgano directivo de referen-
cia remitirá los expedientes respectivos a la Junta Arbitral
a fin de que sean resueltos por ésta conforme al Regla-
mento incluido en el anexo del presente Real Decreto.
Tal remisión será notificada por la mencionada Dirección
General a las Administraciones tributarias en conflicto,
así como a los interesados en el mismo.

Disposición derogatoria única. Régimen derogatorio.

A la entrada en vigor del presente Real Decreto que-
dan derogadas todas las disposiciones de rango igual
o inferior que se opongan a las previsiones en él con-
tenidas, y en particular, las siguientes:

a) El artículo 7.3.2.b) del Reglamento del Impuesto
sobre Sucesiones y Donaciones, aprobado por Real
Decreto 1629/1991, de 8 de noviembre.

b) El artículo 106.3.b) del Reglamento del Impuesto
sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos
Documentados, aprobado por Real Decreto 828/1995,
de 29 de mayo.

Disposición final primera. Autorización al Ministro de
Economía y Hacienda.

Se autoriza al Ministro de Economía y Hacienda a
dictar cuantas disposiciones sean necesarias en orden
a la ejecución y aplicación del presente Real Decreto.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dado en Madrid a 13 de noviembre de 1998.

JUAN CARLOS R.

El Vicepresidente Segundo del Gobierno
y Ministro de Economía y Hacienda,

RODRIGO DE RATO Y FIGAREDO

ANEXO

Reglamento de la Junta Arbitral de resolución de con-
flictos en materia de tributos del Estado cedidos

a las Comunidades Autónomas

CAPÍTULO PRELIMINAR

Objeto del Reglamento

Artículo 1. Objeto del Reglamento.

El presente Reglamento tiene por objeto el desarrollo
de las normas de funcionamiento, organización y pro-
cedimiento de la Junta Arbitral de resolución de con-

flictos en materia de tributos del Estado cedidos a las
Comunidades Autónomas contenidas en los artículos 23
y 24 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre,
de Financiación de las Comunidades Autónomas, aña-
didos a dicha Ley Orgánica por el apartado ocho del
artículo único de la Ley Orgánica 3/1996, de 27 de
diciembre.

CAPÍTULO I

Naturaleza y competencias de la Junta Arbitral

Artículo 2. Naturaleza de la Junta Arbitral.

La Junta Arbitral se configura como un órgano cole-
giado de deliberación y resolución de los conflictos a
que se refiere el artículo siguiente de este Reglamento.

Artículo 3. Competencias de la Junta Arbitral.

Es competencia de la Junta Arbitral:
a) La resolución de los conflictos que se susciten

entre la Administración tributaria del Estado y la de una
o varias Comunidades Autónomas, o entre éstas entre
sí, con motivo de la aplicación de los puntos de conexión
de los tributos cedidos.

b) La resolución de los conflictos que se suscriben
entre la Administración tributaria del Estado y la de una
o varias Comunidades Autónomas, o entre éstas entre
sí, con motivo de la competencia en relación a los pro-
cedimientos de gestión, liquidación, recaudación e ins-
pección de los tributos cedidos, de acuerdo con los pun-
tos de conexión aplicables.

CAPÍTULO II

Organización de la Junta Arbitral

Artículo 4. Composición de la Junta Arbitral.

La Junta Arbitral está compuesta por un Presidente
y los Vocales a que se refiere el artículo 6 del presente
Reglamento.

Artículo 5. El Presidente de la Junta Arbitral.

1. El Presidente de la Junta Arbitral, en quien deberá
concurrir la condición de jurista de reconocido prestigio,
será nombrado por el Ministro de Economía y Hacienda
a propuesta del Consejo de Política Fiscal y Financiera
de las Comunidades Autónomas.

El nombramiento del Presidente de la Junta Arbitral
deberá ser publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

2. El mandato del Presidente de la Junta Arbitral
tendrá una duración de cinco años contados desde la
fecha del nombramiento, sin perjuicio de su posible reno-
vación por períodos sucesivos de igual duración.

En su caso, la renovación del mandato del Presidente
de la Junta Arbitral deberá llevarse a cabo, con iguales
requisitos que los exigidos para su nombramiento, dentro
del último mes del mandato respectivo.

3. El Presidente de la Junta Arbitral cesará en su
cargo a petición propia o por decisión del Ministro de
Economía y Hacienda a propuesta del Consejo de Política
Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas.

El cese del Presidente de la Junta Arbitral será publi-
cado en el «Boletín Oficial del Estado».

4. Son competencias del Presidente de la Junta
Arbitral:

a) En general, las propias de los Presidentes de
órganos colegiados señaladas en el artículo 23 de la
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Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común, siempre que sean compatibles
con la naturaleza y las normas de organización, funcio-
namiento y procedimiento de la Junta Arbitral estable-
cidas en este Reglamento.

b) En particular, las previstas en este Reglamento.

5. Las retribuciones del Presidente de la Junta Arbi-
tral serán fijadas por el Ministro de Economía y Hacienda.

6. Será nombrado un Presidente sustituto en la for-
ma y con los requisitos previstos en el apartado 1 ante-
rior, el cual sustituirá al Presidente en los casos de vacan-
te, ausencia o enfermedad.

Artículo 6. Los Vocales de la Junta Arbitral.

1. Son Vocales de la Junta Arbitral:

a) Cuatro representantes de la Administración del
Estado.

b) Cuatro representantes de cada Comunidad Autó-
noma en conflicto.

2. Los Vocales de la Junta Arbitral en representación
de la Administración del Estado serán nombrados por
el Ministro de Economía y Hacienda. Actuará como
Secretario de la Junta aquél de sus Vocales que deter-
mine el Ministro de Economía y Hacienda.

El nombramiento de los Vocales de la Junta Arbitral
en representación de la Administración del Estado debe-
rá ser publicado en el «Boletín Oficial del Estado».

Los cuatro Vocales nombrados por el Ministro de Eco-
nomía y Hacienda representarán a la Administración del
Estado en todos los conflictos, tanto si éstos se suscitan
entre aquélla y la de una o varias Comunidades Autó-
nomas, como si se suscitan entre éstas entre sí.

3. Los cuatro Vocales en representación de cada
Comunidad Autónoma serán designados por el órgano
de Gobierno respectivo:

a) Bien para cada conflicto en el que la Comunidad
Autónoma sea parte interesada.

b) Bien genéricamente para todos los conflictos en
los que la Comunidad Autónoma sea parte interesada.

En cualquier caso, los nombramientos de los cuatro
Vocales representantes de cada Comunidad Autónoma
deberán ser debida y oportunamente comunicados al
Presidente de la Junta Arbitral.

4. Son funciones del Secretario de la Junta Arbitral:

a) En general, las especificadas en el artículo 25.3
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, siempre que no sean
incompatibles con la naturaleza y las normas de orga-
nización, funcionamiento y procedimiento de la Junta
Arbitral establecidas en este Reglamento.

b) Cuantas se desprendan de lo establecido en este
Reglamento.

CAPÍTULO III

Funcionamiento de la Junta Arbitral

Artículo 7. Régimen de funcionamiento de la Junta
Arbitral.

En todo lo referente a las convocatorias, sesiones,
adopción de acuerdos y régimen de funcionamiento de
la Junta Arbitral se estará a lo dispuesto, en materia

de órganos colegiados, en el capítulo II del Título II de
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Proce-
dimiento Administrativo Común, sin perjuicio de las par-
ticularidades que puedan resultar del capítulo IV del pre-
sente Reglamento.

CAPÍTULO IV

Procedimiento de la Junta Arbitral

Artículo 8. Régimen aplicable.

El procedimiento de la Junta Arbitral se regirá por
lo dispuesto en el presente capítulo y supletoriamente
por las normas contenidas en el Título VI de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sobre Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimien-
to Administrativo Común.

Artículo 9. Iniciación.

1. El procedimiento se inicia mediante el plan-
teamiento del conflicto ante la Junta Arbitral por la Admi-
nistración tributaria del Estado o por la de cualquier
Comunidad Autónoma.

2. La Administración tributaria del Estado, a través
de la Dirección General de la Agencia Estatal de Admi-
nistración Tributaria, podrá promover conflictos en los
supuestos siguientes:

a) Cuando estime que, por aplicación de los puntos
de conexión de los tributos cedidos, le corresponda el
rendimiento de un determinado tributo declarado y, en
su caso, ingresado por el sujeto pasivo en una Comu-
nidad Autónoma, o respecto del cual ésta se haya dirigido
a aquél para su declaración o ingreso.

b) Cuando, por aplicación de las normas reguladoras
de la cesión de tributos, se considere competente en
relación con la gestión, liquidación, recaudación o ins-
pección de un tributo cedido respecto del cual esté ejer-
ciendo o haya ejercido dichas funciones la Administra-
ción tributaria de una Comunidad Autónoma.

3. La Administración tributaria de cualquier Comu-
nidad Autónoma, a través de su respectivo órgano com-
petente en la materia, podrá promover conflictos en los
supuestos siguientes:

a) Cuando estime que, por aplicación de los puntos
de conexión de los tributos cedidos, le corresponda el
rendimiento de un determinado tributo declarado y, en
su caso, ingresado por el sujeto pasivo en la Adminis-
tración tributaria de otra Comunidad Autónoma o del
Estado, o respecto del cual cualesquiera de éstas se
haya dirigido a aquél para su declaración o ingreso.

b) Cuando, por aplicación de las normas reguladoras
de la cesión de tributos, se considere competente en
relación con la gestión, liquidación, recaudación o ins-
pección de un tributo cedido respecto del cual esté ejer-
ciendo o haya ejercicio dichas funciones la Administra-
ción tributaria de cualquier otra Comunidad Autónoma
o del Estado.

4. Será necesario que antes del planteamiento del
conflicto la Administración tributaria que se considere
competente haya requerido a la que estime incompe-
tente, reclamando su competencia, y que esta última
se haya ratificado en su competencia expresa o táci-
tamente. El mencionado requerimiento se realizará en
el plazo de treinta días hábiles a contar desde la fecha
en que la Administración que se considere competente
tuviera conocimiento del acto o disposición que a su
juicio vulnere los puntos de conexión establecidos en
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las normas reguladoras de la cesión de tributo. En el
escrito de requerimiento se especificarán con claridad,
los actos o disposiciones viciados, así como los funda-
mentos de derecho.

Se entiende que una Administración tributaria se rati-
fica tácitamente en su competencia cuando no atienda
el requerimiento a que se refiere el párrafo anterior en
el plazo de treinta días hábiles desde la recepción del
mismo.

5. Los conflictos se promoverán en el plazo de quin-
ce días a contar desde la ratificación expresa o tácita
a que se refiere el apartado anterior, mediante escrito
dirigido al Presidente de la Junta Arbitral en el que se
harán constar los extremos siguientes, en relación con
el conflicto:

a) La Administración tributaria que lo plantea.
b) La Administración tributaria contra la que el mis-

mo se plantea.
c) Todos los datos que permitan identificar el

supuesto concreto objeto del mismo.
d) Los antecedentes y razonamientos en los que

se fundamenta la reclamación de competencia.

Al escrito de planteamiento del conflicto deberán
adjuntarse el escrito de requerimiento a la Administra-
ción tributaria contra la que se plantea el conflicto, así
como el de ratificación de ésta en su competencia o,
en su defecto, la acreditación del transcurso del plazo
de treinta días hábiles a que se refiere el último párrafo
del apartado anterior.

6. Simultáneamente al planteamiento del conflicto
la Administración tributaria promotora del mismo noti-
ficará esa circunstancia a la Administración tributaria
afectada por aquél, absteniéndose ambas, desde enton-
ces, de cualquier actuación en relación con el asunto
objeto del conflicto.

Asimismo, las Administraciones en conflicto deberán
notificar a los interesados el planteamiento de aquél,
produciendo tal notificación efectos interruptivos de la
prescripción, así como la interrupción de cualesquiera
otros plazos que puedan afectar al expediente.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuan-
do se hubieren practicado liquidaciones definitivas, inclu-
yendo las provisionales que hayan devenido firmes, con
anterioridad al planteamiento del conflicto, dichas liqui-
daciones surtirán plenos efectos, incluyendo la recau-
dación de la deuda tributaria correspondiente, sin per-
juicio de practicar la revisión de oficio prevista en la
Ley General Tributaria.

Artículo 10. Tramitación.

1. Una vez recibido el escrito de planteamiento del
conflicto el Presidente de la Junta Arbitral acusará recibo
del mismo dentro del plazo de cinco días, solicitando,
en su caso, a la Administración tributaria promotora de
aquél la subsanación de los defectos advertidos en la
documentación exigible prevista en el apartado 5 del
artículo 9 del presente Reglamento, a cuyo fin dicha
Administración tributaria dispondrá de un plazo de diez
días.

2. Cumplido el trámite anterior, el Presidente de la
Junta Arbitral notificará el planteamiento del conflicto
a la Administración tributaria contra la que el mismo
se haya promovido, adjuntando a la notificación el escrito
de planteamiento del conflicto, así como la documen-
tación anexa al mismo, con las subsanaciones que, en
su caso, se hubieran realizado.

En la notificación a que se refiere el párrafo anterior
se dará a la Administración tributaria interesada un plazo
de un mes a fin de que formule las alegaciones que

tenga por conveniente y aporte las pruebas y documen-
tación que estime oportunas.

3. Tras las recepción de las alegaciones o, en su
defecto, al término del plazo señalado en el párrafo
segundo del apartado anterior, el Presidente de la Junta
Arbitral dispondrá de un plazo máximo de dos meses
para completar la instrucción del expediente.

Durante ese período el Presidente de la Junta Arbitral
podrá recabar de la Comisión Mixta de Coordinación
de la Gestión Tributaria y demás órganos administrativos
competentes por razón de la materia, así como de los
interesados en el conflicto, cuantos antecedentes, infor-
mes y documentos estime necesarios en orden a la
adecuada instrucción del expediente. Asimismo, y con
idéntica finalidad, podrá solicitar la práctica de cuantas
pruebas considere oportunas.

4. Una vez evacuados los trámites a que se refiere
el apartado anterior, y, en todo caso, al término del plazo
de dos meses señalados en el párrafo primero de dicho
apartado, el Presidente de la Junta Arbitral pondrá de
manifiesto el expediente a las Administraciones tribu-
tarias en conflicto, así como a los interesados en el mis-
mo, todos los cuales dispondrán de un plazo de quince
días para formular cuantas alegaciones tengan por con-
veniente.

5. Cumplido el trámite de alegaciones a que se refie-
re el apartado anterior, el Presidente de la Junta Arbitral
dispondrá de quince días para elaborar una propuesta
de resolución, la cual deberá comprender:

a) Una relación de todos los antecedentes del con-
flicto y de las actuaciones llevadas a cabo durante la
instrucción del expediente, con una descripción sucinta
de su contenido.

b) Una relación de las normas legales y reglamen-
tarias de aplicación al caso en controversia.

c) Las consideraciones jurídicas en torno a cuantas
cuestiones se deriven del expediente, hayan sido sus-
citadas o no por las Administraciones tributarias o inte-
resados en el conflicto.

d) El contenido del acuerdo.
e) La fórmula de ejecución del acuerdo.

Al término del plazo de quince días, y sin mayor dila-
ción, el Presidente de la Junta Arbitral remitirá al Secre-
tario de ésta la propuesta de resolución, quien, por indi-
cación de aquél y en un único acto:

a) Notificará la propuesta de resolución a los res-
tantes Vocales de la Junta Arbitral en representación
de la Administración del Estado, así como a los Vocales
representantes de las Administraciones de las Comu-
nidades Autónomas en conflicto.

b) Convocará a los Vocales a que se refiere el párra-
fo a) anterior a la sesión de la Junta Arbitral de deli-
beración y adopción del acuerdo que proceda, con indi-
cación de la fecha, lugar y hora en la que habrá de
celebrarse la referida sesión, la cual deberá tener lugar
dentro de los quince días siguientes a dicha notificación.

Desde la notificación de la propuesta de resolución
a los Vocales hasta la fecha de la sesión de la Junta
Arbitral, así como durante la celebración de ésta, aquéllos
tendrán pleno acceso al expediente del conflicto de que
se trate.

Artículo 11. Resolución.

1. En la sesión de la Junta Arbitral señalada para
la resolución del conflicto los Vocales, tras las oportunas
deliberaciones, podrán:

a) Solicitar, previa votación, la aportación de nuevos
documentos de contenido esencial para la resolución,
en cuyo caso el Presidente de la Junta Arbitral ordenará
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la retroacción del procedimiento al momento en el que
el defecto u omisión fue cometido, no obstante en la
nueva sesión de la Junta Arbitral que se celebre para
la resolución del conflicto, los Vocales no podrán volver
a formular esta solicitud.

b) Formular observaciones a la propuesta de reso-
lución elaborada por el Presidente de la Junta Arbitral.
En este caso las observaciones que impliquen modifi-
cación del contenido de dicha propuesta de resolución
deberán ser sometidas a votación.

c) Proceder, sin más, a someter a votación la pro-
puesta de resolución.

2. Los acuerdos de la Junta Arbitral, tanto de soli-
citud de nuevos documentos como de modificación o
aprobación de la propuesta de resolución, modificada
o no, deberán ser adoptados por mayoría de votos. En
caso de empate el voto del Presidente de la Junta Arbitral
tendrá carácter dirimente.

3. Los acuerdos que adopte la Junta Arbitral que-
darán reflejados en el acta que habrá de extender al
efecto el Secretario de aquélla, quien la remitirá al Pre-
sidente dentro de los cinco días siguientes al de la cele-
bración de la sesión correspondiente.

Dentro de un plazo de otros cinco días desde la recep-
ción del acta el Presidente de la Junta Arbitral habrá
de redactar la resolución acordada.

Artículo 12. Notificación y ejecución.

El Presidente de la Junta Arbitral notificará la reso-
lución acordada a las distintas Administraciones tribu-
tarias en conflicto, así como a los interesados en el mis-
mo, debiendo aquéllas proceder a su ejecución en los
términos previstos en la propia resolución.

Artículo 13. Impugnación.

Las resoluciones de la Junta Arbitral podrán ser
impugnadas en vía contencioso-administrativa, confor-
me a la legislación reguladora de dicha Jurisdicción.

La interposición del recurso contencioso-administra-
tivo no produce, por sí misma, la suspensión de la eje-
cutoriedad de la resolución impugnada.

27047 REAL DECRETO 2486/1998, de 20 de
noviembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de Ordenación y Supervisión de los
Seguros Privados.

El mercado asegurador español requiere, para su
desarrollo, de un marco normativo estable y completo.
Por ello, la normativa que se dicte debe reunir dos rasgos
necesarios; por un lado, un marcado carácter tuitivo y,
junto a ello, incluir normas que fomenten la industria
aseguradora.

El Reglamento de Ordenación y Supervisión de los
Seguros Privados que se aprueba, del que pueden pre-
dicarse los dos rasgos anteriormente enunciados, no fina-
liza, en modo alguno, la labor de desarrollo normativo
necesario, aunque sí constituye un elemento esencial
del mismo. La importancia del Reglamento que se motiva
puede ser ponderada sobre la base de las siguientes
notas que del mismo pueden predicarse.

La primera de ellas hace referencia a la labor de trans-
posición de la normativa comunitaria, no finalizada con
la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación
y Supervisión de los Seguros Privados. La Ley de 8 de
noviembre de 1995 recoge e incorpora aspectos esen-
ciales y necesarios al ordenamiento jurídico español,

pero en modo alguno puede considerarse que agota la
necesidad de armonización de nuestro derecho en mate-
ria de seguros privados, respecto al acervo comunitario
publicado.

Esta razón permite extraer dos consideraciones dife-
rentes; la primera, la necesidad de hacer real la licencia
única, en la inteligencia de que una vez adoptada la
decisión de incorporar a España, y, por ende, al sector
de seguros, al espacio económico europeo, su funcio-
namiento debe conseguirse cuanto antes. Puede cole-
girse que la norma que se motiva, además de su finalidad
específica propia, persigue otra no tan habitual en esta
clase de desarrollos, como es la circunstancia de incor-
porar directamente al ordenamiento jurídico interno el
derecho derivado comunitario.

La segunda razón que debe destacarse es la nece-
sidad de desarrollar la Ley de Ordenación y Supervisión
de los Seguros Privados en aquellos aspectos o materias
que dicha Ley así lo exige. Efectivamente, las referencias
al Reglamento en la Ley 30/1995 son constantes y,
por otro lado, también necesarias, en la medida que una
Ley sustantiva no puede recoger todo el desarrollo nor-
mativo. A mayor abundamiento, la disposición final
segunda establece el mandato de forma clara.

De lo dicho hasta el momento pueden colegirse las
dos finalidades más importantes que han presidido la
elaboración de este Reglamento; de un lado, incorporar
al derecho interno la Directiva 92/49/CEE, del Consejo,
de 18 de junio, sobre coordinación de las disposiciones
legales, reglamentarias y administrativas relativas al
seguro directo distinto del seguro de vida; la Directiva
92/96/CEE, del Consejo, de 10 de noviembre, sobre
coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias
y administrativas relativas al seguro de vida; algunos
aspectos pendientes de transposición de la Directiva
91/674/CEE, del Consejo, de 19 de diciembre, relativa
a las cuentas anuales y a las cuentas consolidadas de
las empresas de seguros, y de la Directiva 91/371/CEE,
del Consejo, de 20 de junio, referente a la aplicación
del Acuerdo entre la Comunidad Económica Europea y
la Confederación Suiza, relativo al seguro directo distinto
del seguro de vida, y, de otro, clarificar y precisar el
contenido de la Ley 30/1995 cuando ello se hace nece-
sario.

Las soluciones adoptadas en el texto que se presenta
son fruto de una doble consideración. Por un lado, la
experiencia acumulada tras el funcionamiento de la nor-
mativa que le ha precedido en el tiempo; de otro, la
necesidad de introducir, en el derecho interno, nuevas
consideraciones, experiencias, criterios, reflexiones y,
ciertamente, las circunstancias en las que el sector ase-
gurador español ha de desenvolverse tanto en el con-
texto europeo como en el resto del mundo.

Sobre la base de lo anterior, los principios de auto-
nomía y responsabilidad recogidos tanto en la hoy dero-
gada Ley 33/1984, de Ordenación del Seguro Privado,
y en su Reglamento de desarrollo, aprobado por Real
Decreto 1348/1985, de 1 de agosto, siguen presentes
en la nueva normativa. Así, el empresario de seguros,
dentro de las reglas de juego marcadas, está facultado,
en la forma y manera que considere más oportuno, para
ordenar los medios humanos y materiales para la explo-
tación del negocio asegurador. Por otro lado, y como
distinta cara de la misma moneda, las entidades ase-
guradoras deben ser plenamente responsables de su
negocio y de los que colaboran con él en la explotación.

Junto a ello, en la elaboración de una norma de estas
características debe tenerse presente la idea de que la
regulación del seguro privado ha de combinar la salud
y la solvencia de las empresas aseguradoras, la protec-
ción de los consumidores y usuarios, con el fomento
y desarrollo del mercado, sobre todo teniendo en cuenta


